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El 1 de octubre terminó en Abu Dabi el 15° Congreso de la ONU sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, con
97 países y más de 32 ministros de Justicia e Interior. El resultado fue la Declaración de Abu Dabi, que fija por
cinco años las prioridades globales en justicia penal, y la lucha contra la corrupción está entre ellas. El eje de la
discusión estuvo puesto en el hecho de que sin instituciones íntegras no hay justicia posible.

Los hechos recientes en Chile confirman la urgencia de esta agenda. En septiembre, la declaración de un
exministro de Justicia en el marco del caso Hermosilla volvió a evidenciar presiones indebidas en los
nombramientos judiciales, incluidas algunas atribuidas a una exintegrante de la Corte Suprema hoy imputada.

A ello se sumaron nuevas investigaciones por cohecho, fraude al fisco y lavado de activos que involucran a
funcionarios de Gendarmería, tanto al interior de los recintos penitenciarios como en los procesos de compra. La
corrupción recorre la cadena completa de la justicia penal, desde quién llega a la Corte Suprema hasta quién entra
a la cárcel.

La respuesta habitual a estos casos consiste en identificar y sancionar a los responsables individuales, es decir la
metáfora de las manzanas podridas. Si bien dicha persecución resulta indispensable, es insuficiente. La corrupción
prospera donde el poder se ejerce con poca transparencia, se negocia en zonas grises y se supervisa de forma
débil.

Ocurre en los nombramientos judiciales que dependen de redes y favores, y en cárceles donde pocos funcionarios
mal pagados deben mantener el orden entre muchos internos, a menudo con redes criminales ofreciendo dinero.
Mirar solo al individuo oculta la responsabilidad del Estado, su mala gestión, la falta de inversión y los diseños



institucionales que dejan espacio al arreglo informal.

La salida pasa por construir integridad, no solo castigar. Eso significa nombramientos con criterios técnicos y
públicos, control independiente, buenas condiciones laborales y formación ética. La Declaración de Abu Dabi
entrega un marco y un plazo; sólo queda pendiente asegurar que Chile lo utilice para reformar sus instituciones y
asegurar la integridad y el buen gobierno de las instituciones que se hacen cargo de la seguridad y de la justicia en
nuestro país.


